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En Colima, Colima, a veintitrés de septiembre de dos 
mil veintiséis. 

Vistos para resolver los autos del juicio de amparo 
indirecto 1141/2026-5.

I. TRÁMITE DEL JUICIO DE AMPARO.
Demanda de garantías.

Por escrito presentado el veintiuno de julio de dos mil 
veintiséis, vía buzón judicial de la Oficina de Correspondencia 
Común de los Juzgados de Distrito en el Estado de Colima, 
turnado a este órgano jurisdiccional, ******** ********* 
****** solicitó el amparo y la protección de la Justicia Federal 
contra la omisión de practicarle la cirugía ordenada, que 
atribuyó al Director de la Clínica Hospital “Dr. Miguel Trejo 
Ochoa” del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado (ISSSTE), en Colima y otras 
autoridades.

Admisión de la demanda.
El veintiuno de julio de dos mil veintiséis, este Juzgado 

Tercero de Distrito en el Estado de Colima admitió la demanda, 
la que registró con el número 1141/2026-5; solicitó informe 
justificado a la autoridad responsable; dio la intervención que 
legalmente le corresponde a la agente del Ministerio Público de 
la Federación de la adscripción; y, fijó día y hora para la 
celebración de la audiencia constitucional, la cual se llevó a cabo 
al tenor del acta que antecede.

II. COMPETENCIA.
Este Juzgado Tercero de Distrito en el Estado de Colima es 

legalmente competente para conocer y resolver el juicio de 
amparo de conformidad con lo dispuesto en los artículos 103, 
fracción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 33, fracción IV, 35 y 37 de la Ley; 46 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación; así como en el 
Acuerdo General 3/2013 del Pleno del Consejo de la Judicatura 
Federal, relativo a la determinación del número y límites 
territoriales de los  circuitos en que se divide la República 
Mexicana; y al número, a la jurisdicción territorial y a la 
especialización  por materia de los Tribunales Colegiados y 
Unitarios de Circuito y de los Juzgados de Distrito; porque la 
materia de reclamo surte sus efectos en el ámbito territorial en 
que este Juzgado de Distrito ejerce jurisdicción.

III. PRECISIÓN DE LA MATERIA DE RECLAMO.
De conformidad con el dispositivo 74, fracción I, de la ley, y 

atendiendo en su integridad la demanda de amparo, se advierte 
que la persona quejosa reclama:

La omisión de proporcionarle atención médica integral, 
continua, eficaz y oportuna, consistente en la práctica de la 
cirugía prescrita por el servicio de traumatología y ortopedia para 
tratar la ************** ** ******* ******* ********* * ******** ** 
******** así como la omisión de proporcionar el material e insumos 
necesarios para la realización de dicha intervención.

IV. EXISTENCIA DE LA MATERIA DE RECLAMO
Es cierta la omisión reclamada a las autoridades 

responsables, Director de la Clínica Hospital “Dr. Miguel Trejo 
Ochoa”, Titular de la Oficina de Representación Estatal, 
Servidores Públicos que Intervienen en  la Programación, 

C
A

R
R

E
R

A
 A

M
B

R
IZ

 E
L

IZ
A

B
E

T
H

706a6620636a66330000000000000000000179da
12/05/29 12:54:43

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



2

Autorización, suministro de Insumos y Ejecución de 
Procedimiento Quirúrgicos, todos del Instituto de Seguridad y 
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado (ISSSTE), 
en Colima, no obstante que no hayan rendido su informe 
justificado; sin embargo, de los informes provisionales respecto 
de la suspensión de plano, así como de las documentales que 
anexaron (las cuales cuentan con pleno valor probatorio, en 
términos de los artículos 312, 343 y 344 del Código Nacional de 
Procedimientos Civiles y Familiares, supletorio a la ley), se 
corrobora la inexistencia.

Robustece lo anterior, la tesis II.2º.P.25 K (10a.), del 
Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo 
Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y 
su Gaceta, con registro digital: 2014261, de rubro:

“INFORME RELATIVO AL CUMPLIMIENTO DE LA 
SUSPENSIÓN DE PLANO. PUEDE PRODUCIR LOS 
EFECTOS DE INFORME JUSTIFICADO Y CONSTITUIR 
UN MEDIO IDÓNEO PARA DETERMINAR LA 
EXISTENCIA O INEXISTENCIA DEL ACTO 
RECLAMADO, SIEMPRE QUE REÚNA LOS 
REQUISITOS LEGALES, SIN QUE ELLO IMPLIQUE 
EXIMIR A LA AUTORIDAD OMISA DE LA MULTA POR 
NO RENDIR ÉSTE, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 260, 
FRACCIÓN II, DE LA LEY DE AMPARO.”

V. ESTUDIO DE FONDO.
En virtud de que no se advierte causa de improcedencia que 

deba analizarse de oficio, por lo que, se procede al análisis de la 
constitucionalidad del acto reclamado.

Conceptos de violación
Se aduce en esencia, que la omisión reclamada es violatoria 

de su derecho a la salud, previsto por el artículo 4º de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al no 
proporcionarle la atención médica integral de manera oportuna 
por falta de insumos.

Que de conformidad con el artículo 25 de la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos y el numeral artículo 12 del 
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales, que señala que toda persona tiene derecho a un nivel 
de vida adecuado que le asegure la salud, esto es, toda persona 
al disfrute del más alto nivel posible de salud física y mental, lo 
que incluye la prestación de servicios necesarios para su 
protección integral, lo que significa la realización de la 
intervención quirúrgica que requiere, así como que en lo sucesivo 
se le otorgue la atención médica correspondiente. 

Asimismo, cuente con unidades médicas, establecidas de 
forma accesible y equipada, toda vez que la protección de la 
salud fue clasificada como un derecho prestacional a partir del 
cual el Estado asumió la obligación de desarrollar las directrices 
y programas necesarios para garantizar a la población el más 
alto nivel de salud posible.

Resolución de este juzgado
Al respecto, se consideran fundados los conceptos de 

violación esgrimidos por el quejoso.
Ahora, a efecto de evidenciar que la omisión reclamada, es 

contraria al derecho de la protección de la salud, es importante 
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esbozar en qué consiste este derecho humano.
En este contexto, conviene destacar que la Organización 

Mundial de la Salud ha señalado que el derecho a la protección 
de la salud significa que los gobiernos deben crear las 
condiciones que permitan a todas las personas vivir lo más 
saludablemente posible. 

Esas condiciones incluyen la disponibilidad garantizada de 
servicios de salud, condiciones de trabajo saludable y segura, 
vivienda adecuada y alimentos nutritivos1. 

Por su parte, el artículo 4° de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos establece lo siguiente:

“Artículo 4o. (…) Toda persona tiene derecho a la 
protección de la salud. La Ley definirá las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud y 
establecerá la concurrencia de la Federación y las 
entidades federativas en materia de salubridad general, 
conforme a lo que dispone la fracción XVI del artículo 73 de 
esta Constitución…”
Esta norma constitucional contiene el derecho humano a la 

protección de la salud, el cual se sustenta en el postulado de que 
todas las personas tienen derecho a vivir en condiciones óptimas 
de salud física y mental, en un ambiente adecuado para ese fin, y 
representa para el Estado la obligación de crear mecanismos, 
planes y programas de gobierno tendentes a conseguir ese 
objetivo.

Asimismo, el derecho a la protección de la salud está 
previsto en varios instrumentos internacionales de derechos 
humanos, suscritos y ratificados por el Estado Mexicano, entre 
ellos, la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 
25, párrafo 1; Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, numeral 12; Protocolo Adicional a la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido también 
como ‘Protocolo de San Salvador’, artículo 10, que establecen lo 
siguiente:

Declaración Universal de Derechos Humanos
“Artículo 25
1. Toda persona tiene derecho a un nivel de vida adecuado 
que le asegure, así como a su familia, la salud y el 
bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; tiene asimismo derecho a los seguros en caso 
de desempleo, enfermedad, invalidez, viudez, vejez u otros 
casos de pérdida de sus medios de subsistencia por 
circunstancias independientes de su voluntad.
(…)”
Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales
“Artículo 12
1. Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental. 
2. Entre las medidas que deberán adoptar los Estados 

1 Nota descriptiva N°323, Noviembre de 2013 
http://www.who.int/mediacentre/factsheets/fs323/es/ 
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Partes en el Pacto a fin de asegurar la plena efectividad de 
este derecho, figurarán las necesarias para: 
a) La reducción de la mortinatalidad y de la mortalidad 
infantil, y el sano desarrollo de los niños; 
b) El mejoramiento en todos sus aspectos de la higiene del 
trabajo y del medio ambiente; 
c) La prevención y el tratamiento de las enfermedades 
epidémicas, endémicas, profesionales y de otra índole, y la 
lucha contra ellas; 
d) La creación de condiciones que aseguren a todos 
asistencia médica y servicios médicos en caso de 
enfermedad.”
Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales

“Artículo 10 
Derecho a la Salud 
1. Toda persona tiene derecho a la salud, entendida como 
el disfrute del más alto nivel de bienestar físico, mental y 
social. 
2. Con el fin de hacer efectivo el derecho a la salud los 
Estados partes se comprometen a reconocer la salud como 
un bien público y particularmente a adoptar las siguientes 
medidas para garantizar este derecho:
a. La atención primaria de la salud, entendiendo como tal la 
asistencia sanitaria esencial puesta al alcance de todos los 
individuos y familiares de la comunidad; 
b. La extensión de los beneficios de los servicios de salud a 
todos los individuos sujetos a la jurisdicción del Estado; 
c. La total inmunización contra las principales 
enfermedades infecciosas; 
d. La prevención y el tratamiento de las enfermedades 
endémicas, profesionales y de otra índole; 
e. La educación de la población sobre la prevención y 
tratamiento de los problemas de salud, y 
f. La satisfacción de las necesidades de salud de los 
grupos de más alto riesgo y que por sus condiciones de 
pobreza sean más vulnerables.”
Los anteriores instrumentos normativos, en lo que interesa, 

destacan el derecho humano a la protección de la salud, con las 
correlativas obligaciones de los Estados, consistentes en:

a) Que toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y el 
bienestar, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios;

b) Que los Estados Parte en dichos Pactos, Tratados y 
Convenciones, reconocen el derecho de toda persona al disfrute 
del más alto nivel posible de salud física, mental y social;

c) La creación de condiciones que aseguren a todos, 
asistencia médica y servicios médicos en caso de enfermedad;

d) La satisfacción de las necesidades de salud de los 
grupos de más alto riesgo y que por sus condiciones de pobreza 
sean más vulnerables.

En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ha sostenido que el derecho a la protección de la salud tiene, 
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entre otras finalidades, el disfrute de servicios de salud y de 
asistencia social que satisfaga las necesidades de la población; y 
que por servicios de salud se entienden las acciones dirigidas a 
proteger, promover y restaurar la salud de la persona y de la 
colectividad. 

Sustenta lo anterior, lo sostenido en la tesis 1a. LXV/2008, 
emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo XXVIII, julio de 2008, página 457, 
cuyo contenido es:

“DERECHO A LA SALUD. SU REGULACIÓN EN EL 
ARTÍCULO 4o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE 
LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y SU 
COMPLEMENTARIEDAD CON LOS TRATADOS 
INTERNACIONALES EN MATERIA DE DERECHOS 
HUMANOS. Este Alto Tribunal ha señalado que el derecho 
a la protección de la salud previsto en el citado precepto 
constitucional tiene, entre otras finalidades, la de garantizar 
el disfrute de servicios de salud y de asistencia social que 
satisfagan las necesidades de la población, y que por 
servicios de salud se entienden las acciones dirigidas a 
proteger, promover y restaurar la salud de la persona y de 
la colectividad. Así, lo anterior es compatible con varios 
instrumentos internacionales de derechos humanos, entre 
los que destacan el apartado 1 del artículo 25 de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, que 
señala que toda persona tiene derecho a un nivel de vida 
adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y 
el bienestar y en especial la alimentación, el vestido, la 
vivienda, la asistencia médica y los servicios sociales 
necesarios; el artículo 12 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, que alude al 
derecho de toda persona al disfrute del más alto nivel 
posible de salud física y mental, y refiere que los Estados 
deben adoptar medidas para asegurar la plena efectividad 
de este derecho; y el artículo 10 del Protocolo Adicional a 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos en 
materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 
"Protocolo de San Salvador", según el cual toda persona 
tiene derecho a la salud, entendida como el disfrute del 
más alto nivel de bienestar físico, mental y social. En ese 
sentido y en congruencia con lo establecido por el Comité 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las 
Naciones Unidas, el derecho a la salud debe entenderse 
como una garantía fundamental e indispensable para el 
ejercicio de los demás derechos humanos y no sólo como 
el derecho a estar sano. Así, el derecho a la salud entraña 
libertades y derechos, entre las primeras, la relativa a 
controlar la salud y el cuerpo, con inclusión de la libertad 
sexual y genésica, y el derecho a no padecer injerencias, 
torturas, tratamientos o experimentos médicos no 
consensuales; y entre los derechos, el relativo a un sistema 
de protección de la salud que brinde a las personas 
oportunidades iguales para disfrutar del más alto nivel 
posible de salud. Asimismo, la protección del derecho a la 
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salud incluye, entre otras, las obligaciones de adoptar leyes 
u otras medidas para velar por el acceso igual a la atención 
de la salud y los servicios relacionados con ella; vigilar que 
la privatización del sector de la salud no represente una 
amenaza para la disponibilidad, accesibilidad, aceptabilidad 
y calidad de los servicios; controlar la comercialización de 
equipo médico y medicamentos por terceros, y asegurar 
que los facultativos y otros profesionales de la salud reúnan 
las condiciones necesarias de educación y experiencia; de 
ahí que el derecho a la salud debe entenderse como un 
derecho al disfrute de toda una gama de facilidades, 
bienes, servicios y condiciones necesarios para alcanzar el 
más alto nivel posible de salud.”
Así, el derecho a la protección de la salud, incluye el 

disfrute de servicios de salud de calidad en todas sus formas y 
niveles, entendiendo calidad como que sean apropiados médica 
y científicamente, esto es, que exista personal médico 
capacitado, medicamentos por profesionistas de la salud para 
tratar en forma adecuada y utilizando toda la tecnología su 
padecimiento, y equipo hospitalario científicamente aprobados y 
en buen estado, y condiciones sanitarias adecuadas.

Por su parte, los artículos 1, 2, 23 y 27, de la Ley General 
de Salud -en lo que interesa- textualmente disponen:

“ARTÍCULO 1o.- La presente Ley reglamenta el derecho a 
la protección de la salud que tiene toda persona en los 
términos del artículo 4o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, establece las bases y 
modalidades para el acceso a los servicios de salud y la 
concurrencia de la Federación y las entidades federativas 
en materia de salubridad general. Es de aplicación en toda 
la República y sus disposiciones son de orden público e 
interés social.
ARTÍCULO 2o.- El derecho a la protección de la salud, 
tiene las siguientes finalidades:
I.- El bienestar físico y mental de la persona, para contribuir 
al ejercicio pleno de sus capacidades;
II.- La prolongación y el mejoramiento de la calidad de la 
vida humana;
III.- La protección y el acrecentamiento de los valores que 
coadyuven a la creación, conservación y disfrute de 
condiciones de salud que contribuyan al desarrollo social;
IV.- La extensión de actitudes solidarias y responsables de 
la población en la preservación, conservación, 
mejoramiento y restauración de la salud;
V.- El disfrute de servicios de salud y de asistencia social 
que satisfagan eficaz y oportunamente las necesidades de 
la población;
VI.- El conocimiento para el adecuado aprovechamiento y 
utilización de los servicios de salud, y
VII.- El desarrollo de la enseñanza y la investigación 
científica y tecnológica para la salud.
ARTÍCULO 23.- Para los efectos de esta Ley, se entiende 
por servicios de salud todas aquellas acciones realizadas 
en beneficio del individuo y de la sociedad en general, 
dirigidas a proteger, promover y restaurar la salud de la 
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persona y de la colectividad.
ARTÍCULO 27.- Para los efectos del derecho a la 
protección de la salud, se consideran servicios básicos de 
salud los referentes a: […]
III.- La atención médica integral, que comprende la 
atención médica integrada de carácter preventivo, acciones 
curativas, paliativas y de rehabilitación, incluyendo la 
atención de urgencias.
[…]
VIII.- La disponibilidad de medicamentos y otros insumos 
esenciales para la salud;
[…]”
En este sentido, es importante mencionar que al resolver el 

amparo en revisión 227/2020, la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determinó que las autoridades 
responsables de prestar asistencia médica y tratamiento a los 
pacientes usuarios de alguna institución que integre el Sistema 
Nacional de Salud, deben garantizar el derecho humano a la 
salud mediante la valoración de los criterios siguientes: 

1. Subjetivo, de acuerdo con el cual el Estado deberá 
actuar con el propósito de procurar el tratamiento terapéutico y 
farmacéutico del paciente, ya sea para lograr su reversibilidad o 
curación o, de ser diagnosticado con una enfermedad crónico y/o 
degenerativa, procurar la garantía del tratamiento necesario para 
el control de su sintomatología, así como el control del deterioro 
de su integridad física y psíquica, es decir, tomando en cuenta el 
estado de salud del paciente, así como sus requerimientos 
clínicos y médicos; 

2. Objetivo, conforme al cual el Estado deberá garantizar 
que el tratamiento sea adecuado, de modo que si el paciente 
requiere algún medicamento, éste contenga las sales originales o 
genéricas que conserven la biodisponibilidad y bioequivalencia 
de las sales originales para su efectividad; 

3. Temporal, conforme al cual el Estado deberá garantizar 
que el tratamiento del paciente se garantice de forma oportuna, 
permanente y constante; y, 

4. Institucional, de acuerdo con el cual el Estado debe 
garantizar que las unidades médicas o instituciones de salud que 
se encarguen de la garantía del tratamiento lo hagan de 
conformidad con los estándares más altos de tecnología y 
especialización médica. 

Este criterio se contiene en la tesis 1a. XIV/2021 (10a.) de 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
visible con el registro digital 2022888, que dice: 

“DERECHO HUMANO A LA SALUD. CRITERIOS QUE 
DEBEN VALORARSE PARA SU EFECTIVA GARANTÍA 
(OBJETIVO, SUBJETIVO, TEMPORAL E 
INSTITUCIONAL). 
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto 
en contra de la omisión de un Hospital Regional del 
Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) de entregarle 
oportunamente el medicamento que requiere para el 
control de la enfermedad que padece. 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que las autoridades 
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responsables de prestar asistencia médica y tratamiento a 
los pacientes usuarios de alguna institución que integre el 
Sistema Nacional de Salud, deben garantizar el derecho 
humano a la salud mediante la valoración de los criterios 
siguientes: 1) subjetivo, de acuerdo con el cual el Estado 
deberá actuar con el propósito de procurar el tratamiento 
terapéutico y farmacéutico del paciente, ya sea para lograr 
su reversibilidad o curación o, de ser diagnosticado con 
una enfermedad crónico y/o degenerativa, procurar la 
garantía del tratamiento necesario para el control de su 
sintomatología, así como el control del deterioro de su 
integridad física y psíquica, es decir, tomando en cuenta el 
estado de salud del paciente, así como sus requerimientos 
clínicos y médicos; 2) objetivo, conforme al cual el Estado 
deberá garantizar que el tratamiento sea adecuado, de 
modo que si el paciente requiere algún medicamento, éste 
contenga las sales originales o genéricas que conserven la 
biodisponibilidad y bioequivalencia de las sales originales 
para su efectividad; 3) temporal, conforme al cual el Estado 
deberá garantizar que el tratamiento del paciente se 
garantice de forma oportuna, permanente y constante; y, 4) 
institucional, de acuerdo con el cual el Estado debe 
garantizar que las unidades médicas o instituciones de 
salud que se encarguen de la garantía del tratamiento lo 
hagan de conformidad con los estándares más altos de 
tecnología y especialización médica. 
Justificación: Los criterios aludidos deben evaluarse en la 
medida en que se trata de la garantía del derecho humano 
a la salud; derecho económico, social y cultural, cuyo 
cumplimiento es progresivo, y cuya efectividad depende de 
los medios de los que disponga el Estado para su 
satisfacción, reconocido en los artículos 4o., párrafo cuarto, 
de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, 25 de la Declaración Universal de los Derechos 
Humanos, 12 del Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 5 de la Convención 
Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 
Discriminación Racial, 11 y 12 de la Convención sobre la 
Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
Mujer y 24 de la Convención sobre los Derechos del Niño.” 
En ese contexto, se tiene en consideración que en el caso 

se reclama la omisión de proporcionarle atención médica integral, 
continua, eficaz y oportuna, consistente en la práctica de la 
cirugía prescrita por el servicio de traumatología y ortopedia para 
tratar la ************** ** ******* ******* ********* * ******** ** 
******** así como la omisión de proporcionar el material e insumos 
necesarios para la realización de dicha intervención y de los 
hechos narrados por la persona quejosa bajo protesta de decir 
verdad, refiere que no obstante acudió en varias ocasiones a 
solicitar fecha para cirugía al hospital responsable, no era posible 
porque no tenían material quirúrgico para realizar la operación, 
cuestión por la cual se concedió la medida cautelar.

Con base en lo anterior, tenemos que el derecho humano a 
la protección de la salud, no puede restringirse por insuficiencia 
en de equipo médico, ya que la preservación de la calidad de 
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vida, en este caso de la parte quejosa, constituye una obligación 
de la responsable.

Máxime que una inadecuada tutela del derecho de 
protección a la salud se traduce en un peligro, entre otros 
derechos, para la vida y la integridad personal de las personas.

Asimismo, debe tomarse en cuenta que al obstaculizarse o 
negarse las prestaciones en materia de salud, además de 
vulnerarse el derecho a la protección a la salud se afectan otros 
derechos conexos, como los atinentes a la vida, dignidad, 
seguridad social, integridad personal, mínimo vital, libre 
desarrollo de la personalidad, igualdad, etcétera2.

Esto significa, que si bien el derecho humano a la 
protección de la salud, como todos los derechos fundamentales 
tiene importancia propia, lo cierto es que es interdependiente e 
indivisible con otros derechos, y así cobra sentido lo establecido 
en el artículo 1º, tercer párrafo, de la Constitución Federal que 
dispone que todas las autoridades, en el ámbito de sus 
competencias, tienen la obligación de promover, respetar, 
proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y 
progresividad. 

En consecuencia, el Estado deberá prevenir, investigar, 
sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en 
los términos que establezca la ley.

En ese sentido, el derecho a la salud implica una diversa 
gama de acciones dirigidas a promover las condiciones en las 
cuales se desarrollan las personas, a fin de que puedan llevar 
una vida sana, lo cual implica un estado de bienestar físico, 
mental y social, así como el ejercicio de otros derechos, entre 
ellos, el derecho a la alimentación, a la vivienda, al trabajo y a la 
educación.

Por ello, ante la omisión reclamada, sí viola el derecho a la 
protección de la salud,  en estricta observancia al derecho de 
protección a la salud, contemplado en el artículo 4º constitucional 
y, bajo la más rigurosa responsabilidad de los médicos tratantes.

Razonar en sentido contrario implicaría hacer nugatorio el 
derecho a la protección a la salud.

En este contexto, como ya se indicó, las autoridades 
señaladas como responsables que prestan el servicio médico, 
deben hacer todo lo que esté a su alcance para que los 
justiciables tengan una vida digna y si tienen alguna condición de 
salud, sobre la que no decidieron padecer, es obligación de las 
autoridades de salud, respetar su derecho a la igualdad y no ser 
discriminado por condición de salud, el mejor y más adecuado 
tratamiento médico para que el paciente tenga un vida más digna 
y con la menor sintomatología posible y la mayor calidad de vida. 

Con base en lo anterior, tenemos que el derecho humano a 
la protección de la salud, no puede restringirse por insuficiencia 
de equipo médico, ya que la preservación de la calidad de vida, 
en este caso de la parte quejosa, constituye una obligación de 
las responsables. Máxime que una inadecuada tutela del derecho 
de protección a la salud se traduce en un peligro, entre otros 
derechos, para la vida y la integridad personal de las personas.

2 Quintero Mosquera, Diana Patricia, La salud como derecho, Estudio comparado sobre grupos vulnerables,  
Siglo del hombre editores, Bogotá, 2011, p.p. 80 y 81.
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En conclusión, es evidente que las consecuencias de la 
omisión atribuida a la autoridad responsable se tradujo en un 
acto unilateral que afecta la esfera legal de la quejosa, al 
impedirle el acceso completo y oportuno a los servicios de 
seguridad social y de salud proporcionados por el Hospital 
responsable, lo que constituye una violación directa concreta y 
específica al derecho a la salud previsto en el artículo 4° de la 
Constitucional Federal, causando un perjuicio a su esfera jurídica 
de derechos.

Al respecto, resulta aplicable al caso por sus razones la 
tesis de 1a./J. 152/2023 (11a.) de la Primera Sala del Alto 
Tribunal, de la Undécima Época, publicada en  la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación, Libro 30, octubre de 2023, 
Tomo II, página 1817 de rubro y texto siguiente: 

“DERECHO HUMANO A LA SALUD. LAS 
AUTORIDADES DE SALUD DEL ESTADO INCUMPLEN 
CON SU OBLIGACIÓN DE IMPLANTAR ACCIONES 
PARA MEDIR Y FAVORECER ESE DERECHO, CUANDO 
NO ENTREGAN OPORTUNAMENTE EL MEDICAMENTO 
REQUERIDO POR EL PACIENTE. 

Hechos: Una persona promovió juicio de amparo 
indirecto contra la omisión de un Hospital Regional del 
Instituto Mexicano del Seguro Social de entregarle 
oportunamente el medicamento que se le prescribió para el 
control de la enfermedad que padece. Ante la urgencia por 
la falta de suministro del medicamento prescrito y para no 
poner en riesgo su salud, el paciente lo adquirió por cuenta 
propia. Por ello, solicitó el reembolso de los gastos 
generados por la compra del medicamento, lo cual hizo del 
conocimiento de las autoridades responsables y del Juez 
de Distrito, quien sobreseyó en el juicio por estimar 
actualizada la causa de improcedencia prevista en la 
fracción XXI del artículo 61 de la Ley de Amparo, relativa a 
la cesación de efectos del acto reclamado. Contra esta 
determinación, el quejoso interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que, con la 
omisión por parte de las autoridades de salud del Estado 
de entregar oportunamente el medicamento requerido por 
el paciente, se incumple con la obligación de implantar 
acciones encaminadas a medir y favorecer, con apego al 
tratamiento respectivo, el derecho a la salud. 

Justificación: En términos del artículo 12 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales se impone a los Estados, por una parte, la 
obligación inmediata de asegurar a las personas, al menos, 
un nivel esencial del derecho a la salud y, por otra, una 
obligación de cumplimiento progresivo para lograr su pleno 
ejercicio por todos los medios apropiados. De no 
concretarse con el nivel mínimo de procuración y atención 
a los pacientes en un sentido reforzado, se actualiza la 
omisión del actuar diligente por parte del Estado. Así, 
tratándose de situaciones en las que los pacientes 
requieren de la toma periódica de medicamentos, sobre 
todo, derivadas de enfermedades crónicas, y ante el 
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desabasto, la falta del suministro diario potencializa y 
agrava su condición de salud, lo cual no sólo atiende a una 
entrega tardía de la dosis, sino que, ante la imperiosa 
necesidad por no contar con el medicamento, se 
menoscaba su salud”. 

Vl. DECISIÓN Y EFECTOS.
En esas condiciones, atendiendo a que en el caso quedó 

acreditado que la parte quejosa no recibió la atención médica 
oportuna por falta de material quirúrgico, que con motivo de la 
demanda de amparo se le ha estado brindando la atención 
en cumplimiento a la suspensión de plano, y que se le 
practicó la cirugía el veintiocho de julio de dos mil veintiséis, 
procede conceder la protección de la justicia federal de manera 
LISA Y LLANA para los siguientes efectos:

1. Realicen los estudios post operatorios en caso de ser 
requeridos.

2. Se proporcione la rehabilitación y medicamentos que 
requiera la persona quejosa como parte integral de la 
atención médica post operatoria.

Por lo expuesto y fundado, se resuelve:
ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

******** ********* ****** para los efectos precisados en el 
apartado VI de la presente sentencia.

 Generación de oficios.
En la presente determinación se emplea la Firma 

Electrónica Certificada del Poder Judicial de la Federación 
(FIREL); por lo tanto, la reproducción de este proveído surte las 
veces de los siguientes oficios:

NÚMERO 
DE OFICIO

DESTINATARIO VÍA ORDINARIA

23284/2026 DIRECTOR DE LA CLÍNICA HOSPITAL "DR. MIGUEL TREJO 
OCHOA" DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES 
DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO (ISSSTE) EN COLIMA   
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

23285/2026 TITULAR DE LA OFICINA DE REPRESENTACIÓN ESTATAL DEL 
INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS 
TRABAJADORES DEL ESTADO (ISSSTE) EN COLIMA   
(AUTORIDAD RESPONSABLE) 

23286/2026 SERVIDORES PÚBLICOS QUE INTERVENTGAN EN LA 
PROGRAMACIÓN, AUTORIZACIÓN, SUMINISTRO DE INSUMOS Y 
EJECUCIÓN DE PROCEDIMIENTO QUIRURGICO (AUTORIDAD 
RESPONSABLE) 

Con lo cual se ordena notificar a su destinatario.
 Notifíquese personalmente.
Así lo resolvió y firma Ignacio Beruben Villavicencio, 

Juez Tercero de Distrito en el Estado de Colima, asistido de 
Elizabeth Carrera Ambriz, secretaria quien autoriza y da fe. 
Esta sentencia se termina de engrosar el veintitrés de 
septiembre de dos mil veintiséis, por así permitirlo las labores 
de este juzgado.
Elaboró: TAAF.
23284, 23285 y 23286
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